
 
 

DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR. SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

A - 020 

Procedimiento: Ejecutivo 

Accionante: COMERCIALIZADORA A&O S.A. 

Accionado: Jaime Pérez Ortega  

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 004 2016 00880 04 

Decisión: Confirma 

 

Temas: Embargo de posesión sobre bienes muebles o inmuebles. Art. 593-3 

C.G.P. 

 

Medellín, cuatro (4) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

Procede la suscrita Magistrada a resolver el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandada contra el auto fechado el 12 de febrero de 2019, a 

través del cual el Juzgado 4º Civil del Circuito de Medellín decretó el embargo 

de posesión sobre tres vehículos, pero cuya remisión apenas, en cumplimiento 

de fallo de tutela, se dispuso por el Juzgado Primero Civil del Circuito de 

Ejecución de sentencias por auto del  17 de septiembre de 2021, habiéndose 

cumplido la remisión el día 23 siguiente, y repartido a este despacho en la 

misma fecha. 

 

DECISIÓN IMPUGNADA 

Por auto del 12 de febrero de 2019, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de 

Medellín, a quien correspondió el conocimiento del proceso referenciado, a 

instancia del ejecutante y previo el otorgamiento de la caución exigida, 



decretó el embargo y secuestro de la posesión sobre los vehículos Marca 

KENWORTH de placas SNL-929; SNL-930 y SNN-209, disponiendo, en 

consecuencia, librar el respectivo despacho comisorio con los insertos del 

caso. 

 

LOS RECURSOS 

Oportunamente, la apoderada del demandado interpuso los recursos de 

reposición y, en subsidio, apelación afirmando, en esencia, que el juzgado 

decretó el embargo y secuestro de la posesión sobre los vehículos 

fundamentado en el art. 593-3 del C.G.P., olvidando que dicho precepto 

regula medidas cautelares en procesos declarativos, que no es el caso y que 

las medidas cautelares en proceso ejecutivo se rigen por el artículo 599 ib., 

conforme al cual “Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá 

solicitar el embargo y secuestro de bienes del ejecutado…”. 

 

Que al expresar la norma “bienes del ejecutado”, se está refiriendo a 

propiedad, que tratándose de vehículos automotores se acredita con la 

anotación en el historial respectivo. Considera “inquietante” que a pesar de 

estar implementado el RUNT, algunos jueces siguen atendiendo este tipo de 

solicitudes, desconociendo no solo la jurisprudencia y la doctrina sino la propia 

ley puesto que el registro automotor funciona de manera regular y similar al 

registro inmobiliario, por lo que solo puede embargarse y secuestrarse el 

derecho de propiedad. 

 

Aseveró, además, que tal había sido lo concluido por el Tribunal de Medellín 

en auto 217 del 3 de diciembre de 2018 que decidió el recurso de apelación 

interpuesto contra el auto del 23 de abril de 2018. 

 

Al descorrer el traslado del recurso de reposición -y al cual remitió cuando se 

le dio traslado de la apelación-, el apoderado del ejecutante afirmó que el 

primero de los argumentos expuestos por la recurrente constituye todo un 

“dislate jurídico”, al respecto, dijo, basta preguntarse ¿desde cuándo procede 

el embargo en los procesos declarativos como medida nominada? 

 

Advirtió seguidamente que el embargo no solo procede sobre bienes, en el 

sentido restringido que la libelista le da al concepto, puesto que el artículo 



593 señala distintas formas de perfeccionar los embargos, según los bienes y 

derechos sobre los cuales ha de recaer la medida. 

 

NEGATIVA DE LA REPOSICIÓN 

Por auto del 26 de febrero de 2019, el juzgado despachó negativamente el 

recurso horizontal y concedió la alzada, tras aclarar que la única norma que 

regula las medidas cautelares en proceso declarativo es el artículo 590 del 

C.G.P.; que el artículo 593 regula la forma de realizar los embargos, 

disponiendo en su numeral 3º que el de posesión sobre bienes muebles e 

inmuebles, se perfecciona con su secuestro. De suerte que habiendo señalado 

el demandante que el ejecutado ostenta la posesión de los referidos vehículos, 

procede el decreto de la medida y la oposición a la misma solo puede llevarse 

a cabo en la diligencia de secuestro. 

 

CONSIDERACIONES PARA RESOLVER LA APELACIÓN 

Atendiendo lo decidido y argumentado por el a-quo y el reproche y 

argumentos aducidos por la recurrente, así como el pronunciamiento del 

señor apoderado del ejecutante, es claro para la suscrita magistrada que el 

problema jurídico a resolver en esta ocasión, se reduce a determinar si 

procede o no la medida cautelar decretada en el auto apelado, esto es, el 

embargo de la posesión que se denuncia en cabeza del demandado, sobre los 

tres vehículos automotores reseñados. 

 

Para la apelante, erró el juzgado al decretar tal medida cautelar por cuanto el 

artículo 593 del C.G.P. es aplicable solo a procesos declarativos. Tal 

argumento sin embargo se advierte en verdad desatinado si se repara que 

aquél es norma general y, por lo mismo, no va más allá de establecer la 

manera en que se perfeccionan los embargos, independientemente de la clase 

de proceso en cuyo marco se hubiese decretado la medida, pues lo que tomó 

en consideración el legislador para determinar la manera de llevarlo a cabo 

en cada caso concreto fue la clase de bien o derecho sobre el cual se decretó 

el embargo. De suerte que de las maneras allí indicadas se procederá, tanto 

si el embargo se decreta en un proceso ejecutivo, ora en un proceso de 

familia, o incluso en un proceso declarativo, pues repárese que conforme al 

segundo inciso del literal b del artículo 590, a partir de la sentencia de primera 

instancia favorable al demandante, a petición de este, el juez ordenará el 

embargo y secuestro de los bienes que hubiesen sido afectados con la 



inscripción de demanda y/o de otros que se denuncien como de propiedad 

del demandado. 

 

Repárese, por ejemplo, que el artículo 598-1, no obstante que autoriza en 

ciertos procesos de familia que una parte pida “embargo y secuestro de los 

bienes que puedan ser objeto de gananciales y estuvieran en cabeza de la 

otra”, no se ocupa de señalar como se perfeccionan tales medidas, para ello 

se acude a las normas generales previstas por los artículos 593 y 595 del 

C.G.P.  

 

Lo propio cabe decir del artículo 599 que consagra las medidas cautelares 

viables en el proceso ejecutivo, disponiendo que desde la presentación de la 

demanda el ejecutante podrá pedir el embargo y secuestro de bienes del 

ejecutado, pero no se ocupa de señalar la manera de perfeccionar tales 

medidas, pues ya está dicho en las disposiciones generales contenidas en los 

artículos 593 y 595. 

 

En conclusión, un embargo, se practica de la específica manera prevista por 

el artículo 593 del C.G.P. según el bien o derecho sobre el cual recae, 

cualquiera sea la clase de proceso en cuyo marco se decreta dicha medida.  

 

De lo visto se sigue que en este puntual embate no asiste razón a la apelante. 

Pero también ayuno de fundamento se advierte el segundo “argumento” 

conforme al cual no cabe el embargo de la posesión sobre los vehículos 

automotores porque al disponer el artículo 599 que “Desde la presentación de 

la demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo y secuestro de bienes del 

ejecutado”, se está refiriendo a “propiedad”, no a posesión. En este punto, 

dos cosas debe esta funcionaria poner de presente: la primera es que las 

palabras de la ley, se entienden en su sentido natural y obvio, según el uso 

general de las mismas, salvo cuando el legislador las ha definido 

expresamente para ciertas materias, caso en el cual se estará a su significado 

legal (art. 28 C.C.), y la palabra “bien”, conforme al diccionario, en su acepción 

económica es “(T)odo aquello que es apto para satisfacer, directa o 

indirectamente, una necesidad humana”, por lo que no se discute que incluye 

la posesión material sobre un vehículo automotor; y, la segunda, es que el 

legislador no solo no definió expresamente tal concepto para efectos de 

establecer lo que es susceptible de la medida cautelar de embargo, sino que, 



en la norma general sobre la manera de efectuarlos (art.593 C.G.P.) previó 

expresamente que “… el de la posesión sobre bienes muebles o inmuebles se 

consumará mediante el secuestro de estos”, es decir, que el embargo de la 

posesión sobre cosas muebles o inmuebles, se consuma, secuestrando la cosa 

misma, lo que incluso se explica y justifica porque precisamente la posesión 

es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño (art. 

762). 

 

Por último, trajo la recurrente, como argumento de autoridad que este 

despacho expresó en el auto 217 del 3 de diciembre de 2018, por el cual 

resolvió recurso de apelación interpuesto contra auto del 23 de abril del mismo 

año: “Es que no puede soslayarse además que la finalidad del proceso 

ejecutivo es precisamente obtener el pago compulsivo de una obligación, por 

eso parte de la existencia de un título ejecutivo, entendiéndose por tal el 

documento que da cuenta de obligación expresa, clara y exigible a favor del 

demandante y a cargo del demandado (art. 422 C.G.P.), y siendo así, solo 

pueden embargarse y secuestrarse bienes que sean de propiedad del 

demandado y que tengan significación económica”. 

 

En relación con lo anterior, advierte la suscrita magistrada, delanteramente, 

que no resulta contrario a lo que se ha dejado expuesto en el cuerpo de la 

providencia que ahora se emite para desatar la apelación interpuesta contra 

el auto del 12 de febrero de 2019, pues no se remite a dudas que es un bien 

del demandado –y con significación económica- la posesión material que en 

cabeza suya se denuncia sobre determinadas cosas muebles. 

 

Pero en todo caso conviene memorar el contexto en que fueron consignadas 

esas palabras por esta misma funcionaria, pues omite la ahora recurrente que 

en esa ocasión se resolvió apelación contra el auto del 23 de abril de 2018 

que, entre otros asuntos, dispuso el levantamiento de las medidas cautelares 

que habían sido decretadas (auto del 1º de marzo de 2016) respecto a los 

vehículos de placas SNL-929, SNL-930 y SNN-209 (la posesión denunciada en 

cabeza del demandado); a la vez que negó el embargo del uso y goce sobre 

los vehículos de placas SNM-415, SNR-817 y SNR-602. Lo primero, 

porque el ejecutante no prestó dentro del término concedido la caución que 

se le exigiera, y lo segundo, por no encontrarse prevista para el proceso 

ejecutivo la específica medida de embargo solicitada. 



 

Mediante el citado auto este despacho confirmó el apelado, en cuanto a las 

medidas cautelares que fueron levantadas porque ciertamente quedó 

evidenciado que no se prestó la caución dentro del término concedido; y 

respecto de las que fueron negadas, porque lo que pretendía embargarse era 

los derechos derivados de la calidad de locatario del demandado en sendos 

contratos de Leasing Financiero; se dijo que su calidad es de mero tenedor 

conforme al artículo 775 C.C., lo que suyo implica reconocimiento del dominio 

en la entidad financiera. Se acotó que si bien el arrendatario o locatario es 

“acreedor de un derecho personal frente al arrendador (exigir el uso de la 

cosa), el cumplimiento de esta prestación por parte del arrendador no tiene 

la virtud de convertirlo en dueño de la cosa, y la prestación de uso se agota 

precisamente por el transcurso del respectivo período. Cosa diferente sucede 

con la prestación a cargo del arrendatario y a favor del arrendador, como esta 

una vez cumplida sí hace dueño de ella al arrendador, a éste sí puede 

embargársele dicho crédito en la forma prevista por el numeral 4o del artículo 

593 del C.G.P”. 

 

Se acotó además que como en los contratos bilaterales las prestaciones se 

sirven recíprocamente de causa, las partes son mutuamente acreedoras y 

deudoras, el arrendador es deudor de la obligación de permitir al arrendatario 

el uso de la cosa, pero a la vez es acreedor de la obligación de pagar el canon 

a cargo del último; y el arrendatario o locatario es acreedor de aquella 

prestación, pero a la vez deudor del canon, por lo que se expresó “es decir, 

se tienen ambas calidades simultáneamente, el derecho al uso no se sostiene 

sin la obligación de pagar el canon, por lo que no podrán escindirse esas 

calidades a efectos de embargar aquél.” 

 

Para rematar se expresó lo transcrito por la apelante de ahora, queriendo 

significar entonces, simple y llanamente que no era posible decretar el 

embargo del derecho al uso de esos inmuebles que tenía el ejecutado como 

locatario de sendos contratos de Leasing Financiero, así que no puede 

entenderse, en el sentido que sugiere la apelante, el insular fragmento que 

cita de la aludida providencia. 

 

Por lo expuesto y sin necesidad de más consideraciones, la suscrita 

magistrada, 



R E S U E L V E 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicadas. 

 

SEGUNDO: Costas a cargo de la apelante y en favor de la parte actora. 

Ejecutoriado este auto se fijarán las agencias en derecho. 

 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

PIEDAD CECILIA VELEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 
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